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“2025, Año de la innovación y el fortalecimiento educativo”
TOCA 34/2024-SS-3

EXP. 625/2022-3 

RECURSO DE APELACIÓN: **********/2024/SS-3.
JUICIO CONTENCIOSO: **********/2022/3.
ACTOR Y RECURRENTE: **********
AUTORIDAD DEMANDADA: DIRECCIÓN DE CATASTRO Y DIRECCIÓN DE INGRESOS, AMBAS DEL MUNICIPIO DE SAN LUIS POTOSÍ.
MAGISTRADO: CLAUDIO ALBERTO ALVARADO BARRAGÁN.

SECRETARIA: MELISSA DEL CARMEN VEGA RAMÍREZ.
San Luis Potosí, San Luis Potosí,  seis de mayo de dos mil veinticinco. 

V I S T O S para resolver los autos del toca **********/2024/SS-3, formado con motivo de la interposición del recurso de apelación presentado el veintitrés de abril de dos mil veinticuatro por la parte actora **********, en la oficialía de partes de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, en contra de la resolución de veintiséis de febrero de dos mil veinticuatro, pronunciada por la Tercera Sala Unitaria de este Tribunal en el juicio contencioso administrativo **********2022/3; turnado a ésta Sala Superior el veintiocho siguiente, mediante el oficio **********, signado por el Magistrado de la Tercera Sala Unitaria; y,
R E S U L T A N D O
I.- La resolución materia de apelación, concluyó con los siguientes puntos resolutivos:

“PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Se decreta la LEGALIDAD y VALIDEZ de los actos impugnados, consistentes en: a) El oficio **********, de fecha 31 de mayo de 2022, expedido por la Directora de Catastro Municipal Ingeniera María de los Ángeles Rodríguez Aguirre; y b) El diverso oficio **********, de fecha 31 de mayo de 2022, suscrito por el Lic. Manuel Martínez Camacho, Director de Ingresos del Ayuntamiento de San Luis Potosí; de acuerdo con los fundamentos y motivos expuestos.
 […]”
II.- Inconforme con la referida determinación, la parte actora **********, interpuso recurso de apelación, mediante escrito presentado el veintitrés de abril de dos mil veinticuatro, en la oficialía de partes de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa y recibido en esta Sala Superior el dos de mayo siguiente; atendiendo a que por auto de veinticuatro de abril del presente año
, con fundamento en el artículo 152, último párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado
, el Magistrado de la Tercera Sala Unitaria, ordenó remitir a esta Sala Superior la apelación con los autos del expediente **********/2022-3.
III.- Por acuerdo de siete de mayo del año que transcurre
, se radicó la apelación bajo el consecutivo **********/2024/SS-3, y se ordenó notificar y dar vista con copia del escrito de mérito a las autoridades demandadas **********y **********, ambas del**********, para que en el término de tres días hábiles manifestaran lo que a su derecho conviniere.

IV.- En auto de ocho de enero de dos mil veinticuatro
, se certificó que la autoridad demandada **********,  desahogó la vista otorgada en el acuerdo de admisión; así mismo, se tuvo a  la diversa autoridad demandada **********, por no desahogada la vista referida anteriormente en el término otorgado, respecto al recurso de la apelación planteada por la parte actora y con fundamento en lo dispuesto por el artículo 154 del Código Procesal Administrativo vigente en el Estado
, se citó para resolver el presente recurso de apelación.
CONSIDERANDO
PRIMERO. Competencia. Esta Sala Superior Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, es competente para conocer del presente recurso de apelación, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 9 fracción II, 23 fracción V de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí y 152, último párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; en virtud de que se reclama una resolución definitiva pronunciada por una Sala Unitaria de éste Tribunal.

SEGUNDO. Materia de la Apelación. A efecto de establecer como se integra la Litis en segunda instancia, se considera necesario la transcripción de los artículos 152, 153 y 156, todos del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí (aplicable en la época de los hechos).

“Artículo 152. Las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias serán apelables por cualquiera de las partes, siempre que se refiera a cualquiera de los siguientes supuestos: 

I. Sea de cuantía que exceda de mil quinientas veces el valor diario de la UMA al momento de la emisión de la resolución o sentencia; 

II. Sea de importancia y trascendencia cuando la cuantía sea inferior a la señalada en la fracción primera, o de cuantía indeterminada, debiendo el recurrente razonar esa circunstancia para efectos de la admisión del recurso; 

III. Sea una resolución dictada por la Secretaría de Finanzas o las Tesorerías Municipales, y sus organismos descentralizados en ingreso s estatales y municipales, siempre que el asunto se refiera a: 

a) Interpretación de normas generales con motivo de su aplicación. 

b) La determinación del alcance de los elementos esenciales de las contribuciones. 

c) Competencia de la autoridad que haya dictado u ordenado la resolución impugnada o tramitado el procedimiento del que deriva o al ejercicio de las facultades de comprobación. 

d) Violaciones procesales durante el juicio que afecten las defensas del recurrente y trasciendan al sentido del fallo, y 

IV. Sea una resolución dictada con motivo de las reclamaciones previstas en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de San Luis Potosí. 

Tratándose de resoluciones en materia de responsabilidades administrativas se estará a lo dispuesto en su propia ley. 

El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará conjuntamente con el expediente del juicio dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”
“Artículo 153. El recurso de apelación se promoverá mediante escrito, dentro de los quince días hábiles siguientes a aquél en que surta sus efectos la notificación de la resolución que se recurre. 

En el escrito deberán formularse los agravios que consideren las partes se les hayan causado, exhibiéndose una copia del mismo para el expediente y una para cada una de las partes.”
“Artículo 156. El recurso de apelación tendrá por objeto revocar, modificar o confirmar la sentencia emitida por la Sala Unitaria de que se trate. 

A la vista de los agravios expresados por el recurrente, la sentencia de apelación revisará si se observó lo establecido en los artículos, 249 y 250 de este Código
. 
Si se acreditan violaciones cometidas durante el procedimiento de juicio que hayan dejado sin defensa al recurrente y trasciendan al sentido de la sentencia, se revocará ésta y se mandará reponer el procedimiento.

Sólo se tomarán en consideración las pruebas que se hubiesen ofrecido en el juicio respectivo, salvo que no se haya tenido la oportunidad procesal para rendirlas. 
Se suplirá la deficiencia de los agravios del particular apelante, cuando el caso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados. 
En el caso de ser revocada la sentencia o de que su modificación así lo disponga, cuando el recurrente sea el servidor público, se ordenará se le restituya de inmediato en el goce de sus derechos, sin perjuicio de lo que establecen otras leyes. 
Se exceptúan del párrafo anterior, los casos previstos en el apartado B, fracción XIII, del artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.”
Ahora bien, de la interpretación de los preceptos legales transcritos, se determina que la litis en segunda instancia se integra con la resolución definitiva, emitida por alguna Sala Unitaria, según sea el caso y con los agravios expresados por el apelante.

Por ende, la apelación resulta un recurso ordinario y vertical a través del cual una de las partes o ambas, solicitan a la Sala Superior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, un nuevo examen sobre la resolución definitiva dictada por alguna Sala Unitaria; la cual tiene por objeto confirmar, revocar o modificar la resolución de primera instancia, impugnada en los puntos relativos a los agravios vertidos por el recurrente, en los cuales se combatan las consideraciones que sustenten la resolución apelada, para demostrar su ilegalidad, cuya declaración pretende; y por consiguiente la Sala de segunda instancia revoque o modifique el fallo apelado, cuando no se observe lo establecido en los artículos 249 y 250 del Código aplicable, o existan violaciones cometidas durante el procedimiento del juicio, que hayan dejado sin defensa al recurrente y trascienda al sentido de la sentencia.
En ese sentido, cuando el particular sea el apelante, se podrá suplir la deficiencia de los agravios, por disposición expresa del normativo 156
, párrafo quinto del Código Procesal aplicable, cuando el caso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados; sin embargo, cuando la autoridad demandada figure como recurrente, ésta deberá formular los agravios que le genere la sentencia de primera instancia, en virtud de que la institución de la suplencia de la queja prevista por la legislación de la materia, no opera en favor de esta parte procesal. 
Además, este límite se traduce en el respeto a la igualdad y el equilibrio procesal que debe haber entre los contendientes, en términos del principio de justicia imparcial que deriva del derecho de acceso a la justicia.
Orienta lo anterior, por los motivos que se invocan, el contenido de la tesis 1ª. IX/2011 sustentada por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena época, Tomo XXXIII, de febrero de dos mil once, materia civil, página seiscientos siete, de rubro siguiente: “AGRAVIOS EN LA APELACIÓN. EL TRIBUNAL DE ALZADA PUEDE CALIFICARLOS DE INFUNDADOS O INOPERANTES PARA SOSTENER LA RESOLUCIÓN EN LA QUE CONFIRME LA SENTENCIA RECURRIDA.”
TERCERO. Legitimación
. El presente recurso de apelación fue interpuesto por parte legítima ya que se trata de **********, parte actora en el juicio contencioso administrativo **********/2022/3.
CUARTO. Oportunidad. El recurso de apelación fue presentado dentro del plazo de quince días que para tal efecto señala el primer párrafo del artículo 153 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí
, toda vez que la sentencia recurrida le fue notificada a la parte actora el diez de abril de dos mil veinticuatro
, por lo que dicha notificación surtió efectos el once de abril siguiente, de manera que el plazo de interposición transcurrió del doce de abril al tres de mayo del año inmediato anterior; en ese lapso no deben contar trece, catorce, veinte, veintiuno, veintisiete y veintiocho de abril del presente año, por haber sido inhábiles (sábados y domingos), así como el uno de mayo del año actual, en conmemoración del Día del Trabajo, conforme al artículo 15 del ordenamiento legal en cita y el Calendario Oficial de Labores del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí para el año dos mil veinticuatro; por lo que, si el recurso de apelación se presentó el veintitrés de abril del año próximo pasado, se patentiza se interpuso con la debida oportunidad.

QUINTO. Procedencia. Ahora bien, previo a entrar al estudio de los motivos de agravio expresados por la parte apelante, se analizará si el recurso en cuestión cumple con el requisito de procedencia, por ser una cuestión de orden público y análisis preferente, ya que es un aspecto que conforme a la estructura procesal del recurso exige ser dilucidado preliminarmente al tema de fondo debatido, por lo que ésta Sala Superior procede a realizar un análisis oficioso.
Como se explicará a continuación, ésta Sala Superior considera que el recurso de apelación interpuesto por **********, es procedente, por las siguientes consideraciones. 
Marco normativo.
En el artículo 152 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí (aplicable en la época de los hechos), que se transcribe a continuación, se determinan los casos en que las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, son apelables:

“Artículo 152. Las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias serán apelables por cualquiera de las partes, siempre que se refiera a cualquiera de los siguientes supuestos:

I. Sea de cuantía que exceda de mil quinientas veces el valor diario de la UMA al momento de la emisión de la resolución o sentencia;

II. Sea de importancia y trascendencia cuando la cuantía sea inferior a la señalada en la fracción primera, o de cuantía indeterminada, debiendo el recurrente razonar esa circunstancia para efectos de la admisión del recurso;

III. Sea una resolución dictada por la Secretaría de Finanzas o las Tesorerías Municipales, y sus organismos descentralizados en ingresos estatales y municipales, siempre que el asunto se refiera a:

a) Interpretación de normas generales con motivo de su aplicación.

b) La determinación del alcance de los elementos esenciales de las contribuciones.

c) Competencia de la autoridad que haya dictado u ordenado la resolución impugnada o tramitado el procedimiento del que deriva o al ejercicio de las facultades de comprobación.

d) Violaciones procesales durante el juicio que afecten las defensas del recurrente y trasciendan al sentido del fallo, y 

IV. Sea una resolución dictada con motivo de las reclamaciones previstas en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de San Luis Potosí.

Tratándose de resoluciones en materia de responsabilidades administrativas se estará a lo dispuesto en su propia ley.

El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará conjuntamente con el expediente del juicio dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”

Del precepto legal que antecede, se desprende que la procedencia del recurso de apelación, dada su naturaleza explicada en el considerando segundo de este fallo, está sujeta a cuatro supuestos que contempla la norma; a saber, cuando la cuantía exceda de mil quinientas veces el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización, al momento de la emisión de la sentencia; cuando el asunto por sus características especiales se considere de importancia y trascendencia, para los casos en que la cuantía sea inferior a la señalada en la fracción primera, o de cuantía indeterminada, debiendo el recurrente razonar esa circunstancia para efectos de la admisión del recurso; en contra de resoluciones dictadas por la Secretaría de Finanzas o las Tesorerías Municipales y sus organismos descentralizados en ingresos estatales y municipales, siempre y cuando se refiera a interpretación de normas generales, determinación del alcance de los elementos esenciales de las contribuciones, competencia y violaciones procesales; resoluciones previstas en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y las previstas en la Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado.

En ese sentido, el recurso intentado resulta procedente en atención a que del precepto 152 antes transcrito, en su fracción III, inciso b), establece como requisito de procedencia en el presente asunto, por así advertirlo esta Alzada, así como también manifestarlo el recurrente en su ocurso de agravios, lo siguiente:

“Artículo 152. Las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias serán apelables por cualquiera de las partes, siempre que se refiera a cualquiera de los siguientes supuestos:

[…]

III. Sea una resolución dictada por la Secretaría de Finanzas o las Tesorerías Municipales, y sus organismos descentralizados en ingresos estatales y municipales, siempre que el asunto se refiera a:

[…]
b) La determinación del alcance de los elementos esenciales de las contribuciones. 

 […].”

El énfasis es propio

De la exégesis del precepto mencionado se patentizan las hipótesis para la procedencia del presente recurso siguientes: 

a) Que sea una resolución definitiva emitida por una Sala Unitaria.


b) Que se refiera a una resolución dictada por la Secretaría de Finanzas o las Tesorerías Municipales, y sus organismos descentralizados en ingresos estatales y municipales.


c) Siempre que dicho fallo se refiera a la determinación del alcance de los elementos esenciales de las contribuciones.

Ahora bien, respecto del primer requisito a satisfacer, este Tribunal de Alzada, advierte que el mismo se surte a cabalidad; ello es así, debido a que tal como se determinó en el Considerando Primero de esta resolución, se reclama una resolución definitiva pronunciada por una Sala Unitaria de éste Tribunal.
En cuanto a la segunda de las hipótesis, se patentiza que en el particular, se satisface; atendiendo a que los actos impugnados, consisten en:

“El oficio DC/258/2022, de fecha 31 de mayo de 2022, expedido por la Directora de Catastro Municipal Ingeniera María de los Ángeles Rodríguez Aguirre, así como también el diverso oficio TM/DI/615/2022, de fecha 31 de mayo de 2022, suscrito por el Lic. Manuel Martínez Camacho, Director de Ingresos del Ayuntamiento de San Luis Potosí.

La decisión tomada por todas y cada una de las autoridades aquí demandadas, consistente en no considerar exceptos del pago del tributo dominado “Impuesto Sobre Adquisición De Bienes Inmuebles y Otros Derechos Reales”, los dos contratos de donación que posteriormente señalaré, pese a que los mismos están celebrado entre ascendientes y descendientes y así configurarse la excepción de “no pago” contenida en el artículo 27 fracción II de la Ley de Haciendo para los Municipio del Estado de San Luis Potosí”.”
Y si bien la determinación contenida en el  oficio **********, de treinta uno de mayo de dos mil veintidós fue expedido por la Directora de Catastro Municipal, también es cierto que la misma se encuentra directamente relacionada con el diverso oficio **********, de la misma fecha, suscrito por el Director de Ingresos del Ayuntamiento de San Luis Potosí, pues a través del primero da a conocer la determinación que obra en el segundo.

De lo anterior, resulta evidente se trata de un acto emitido por la Tesorería Municipal del Ayuntamiento de San Luis Potosí, a través de una de sus Direcciones, como lo es la Dirección de Ingresos del Ayuntamiento de San Luis Potosí, encuadrando en la hipótesis que nos ocupa, lo anterior atendiendo a lo estipulado en el artículo 148, fracción I, del Reglamento interno del Municipio de San Luis Potosí, que al efecto señala: 
“ARTICULO 148. Para el adecuado desarrollo de sus funciones, así como para el desahogo de los asuntos de su competencia, la Tesorería Municipal contará principalmente con las siguientes direcciones: 

I. Dirección de Ingresos;

[…]”.
No obstante, dicha circunstancia por sí sola no hace procedente la apelación, sino que, es indispensable que las determinaciones impugnadas, se vinculen con alguno de los supuestos que contemplan los incisos de la fracción III, del numeral 152, del ordenamiento legal citado. 

Atento a lo anterior, esta Alzada no soslaya que el fallo controvertido versa sobre la determinación de una obligación en materia fiscal, como es la del impuesto sobre adquisición de inmuebles y otros derechos reales, pues del contenido de las documentales en donde constan los actos impugnados, se advierte la resolución en sentido negativo por parte de las autoridades demandadas, a la solicitud realizada por el recurrente, al establecer que no se ubica en el supuesto de exención, previsto en el artículo 27, fracción II, de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de San Luis Potosí, que se refiere a que dicho impuesto no se causará por donaciones, herencias y legados entre cónyuges, ascendientes y descendientes en línea recta y, por tanto, no es sujeto del mismo.
Actos respecto de los cuales la Sala de origen, al determinar infundados los argumentos de la parte actora, declaró su legalidad y validez, al considerar que  cuando en la fracción II, del artículo 27, de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de San Luis Potosí, se hace referencia a la línea recta ascendente o descendente, se refiere al parentesco por consanguinidad, de ahí que, se realizaron señalamientos en relación con el sujeto, objeto, base, tasa o tarifa del impuesto sobre adquisición de inmuebles y otros derechos reales, específicamente en relación con el sujeto de dicho impuesto.    

De ahí que esta Sala Superior estima que la  afectación alegada por la parte actora está relacionada con el tópico relativo a la determinación del alcance de los elementos esenciales de las contribuciones, lo que hace procedente el recurso intentado.

SEXTO. Principio de economía procesal. Atento al principio de economía procesal no se transcribirán las consideraciones rectoras del sentido de la sentencia recurrida, ni los conceptos de agravio expresados por el apelante al no existir disposición legal alguna que establezca tal exigencia, además, los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias se satisfacen cuando se precisan los puntos sujetos a debate, derivados del escrito de agravios los cuales se estudian y se les da respuesta, misma que debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. 
Lo expuesto encuentra su apoyo en la Jurisprudencia emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, con registro 164618, Novena Época, Tesis: 2a./J. 58/2010, Tomo XXXI, Mayo de 2010, página 830 que reza:
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN. De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

También cobra aplicación la tesis del Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, publicada en la página 414, Tomo VI, Común, Jurisprudencia del Apéndice 2000, Novena Época de rubro y contenido siguientes:
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.- El hecho de que el juez federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente, para demostrar.

SÉPTIMO. Antecedentes. Para una mejor comprensión y con la finalidad de obtener un panorama jurídico del asunto de que se trata, se considera necesario destacar las actuaciones que integran el procedimiento de donde emana la sentencia recurrida, las cuales son del tenor siguiente:

a) Mediante auto de doce de agosto de dos mil veintidós
, dictado en el juicio de origen, se tuvo por recibido el escrito firmado por **********, por el cual demandó a la Dirección de Ingresos de la Tesorería Municipal y a la Dirección de Catastro de la Dirección General de Gestión Territorial y Catastro, ambas del Municipio de San Luis Potosí; así mismo, previo a la admisión de la demanda, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 234 fracciones II y 235 del Código Procesal Administrativo para el Estado, requirió a la parte actora, para que dentro del término de cinco días hábiles subsanara diversas omisiones, apercibiéndola que en caso de incumplimiento desecharía su demanda, de conformidad con lo previsto en los artículos 235 y 239 fracción II, del Código Procesal en cita.

b) En proveído de cinco de octubre de dos mil veintidós, el órgano jurisdiccional de origen tuvo a la parte actora por dando contestación en tiempo y forma al requerimiento anterior, en el que señaló como actos impugnados:

“El oficio DC/258/2022, de fecha 31 de mayo de 2022, expedido por la Directora de Catastro Municipal Ingeniera María de los Ángeles Rodríguez Aguirre, así como también el diverso oficio TM/DI/615/2022, de fecha 31 de mayo de 2022, suscrito por el Lic. Manuel Martínez Camacho, Director de Ingresos del Ayuntamiento de San Luis Potosí.

La decisión tomada por todas y cada una de las autoridades aquí demandadas, consistente en no considerar exceptos del pago del tributo dominado “Impuesto Sobre Adquisición De Bienes Inmuebles y Otros Derechos Reales”, los dos contratos de donación que posteriormente señalaré, pese a que los mismos están celebrado entre ascendientes y descendientes y así configurarse la excepción de “no pago” contenida en el artículo 27 fracción II de la Ley de Haciendo para los Municipio del Estado de San Luis Potosí”.”
Por lo que, admitió a trámite la demanda de referencia y ordenó emplazar a las autoridades demandadas para que produjeran su contestación.
c) Carga procesal que por acuerdo de veintinueve de noviembre de dos mil veintidós, el A quo tuvo por cumplida en tiempo y forma; y toda vez que las autoridades demandadas plantearon en su contestación el sobreseimiento del juicio por extemporaneidad, se ordenó correr traslado a la parte actora para que dentro del término de diez días hábiles, ampliara su demanda.
 d) En acuerdo de tres de febrero de dos mil veintitrés,
 la Sala de origen, tuvo a la parte actora por ampliando su escrito inicial de demanda, ordenándose correr traslado a las autoridades demandadas para que produjeran su contestación a la ampliación de mérito. 
e) En auto de quince de marzo de dos mil veintitrés,  la Sala de origen tuvo a las autoridades demandadas por contestando la ampliación de demanda y por señalando las nueve horas del once de abril dos mil veintitrés, para el desahogo de la audiencia de Ley, misma que por proveído de diez de abril del mismo año, fue diferida, fijándose las nueve horas del veintiocho de abril siguiente.
f) En la fecha y hora señalada en el párrafo anterior, se llevó a cabo la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal de la materia y fuero, y se citó
 para resolver el juicio contencioso administrativo **********/2022-3.

g) Mediante sentencia de veintiséis de febrero de dos mil veinticuatro,
 la Tercera Sala Unitaria, determinó la legalidad y validez de los actos impugnados, consistentes en: a) El oficio **********, de treinta y uno de mayo de dos mil veintidós, expedido por la Directora de Catastro Municipal María de los Ángeles Rodríguez Aguirre; y b) El diverso oficio **********, de treinta y uno de mayo de dos mil veintidós, suscrito por Manuel Martínez Camacho, Director de Ingresos del Ayuntamiento de San Luis Potosí.

Lo anterior, al considerar que si la parte actora sustentaba sus argumentos toralmente, en que tiene una relación de parentesco ascendiente por afinidad con su suegra, debido a lo cual se actualiza la hipótesis de exención a que se refiere el artículo 27, fracción II, de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de San Luis Potosí, tal argumento resultaba infundado, ya que la línea recta de parentesco es consustancial al parentesco por afinidad (sic), de manera que consideró no existe, en el parentesco por afinidad.

La anterior determinación constituye la materia de impugnación.
OCTAVO. Estudio. Los agravios que hace valer la autoridad recurrente son infundados; por ende, insuficientes para revocar o modificar el fallo impugnado.

En la resolución de **********, dictada en el juicio contencioso administrativo **********/2022/2, el Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria, decidió la legalidad y validez de los actos impugnados, al considerar no se actualizaba lo dispuesto en la fracción II del artículo 27 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de San Luis Potosí.
Para arribar a tal consideración, inicialmente estableció que era necesario establecer si en el presente juicio se actualizaba alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo del Estado, que sirviera de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del juicio, ya sea que lo hubiesen hecho valer o no las partes; toda vez que se trataba de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto y estimó que en la especie no se surtía alguna de estas.
Una vez puntualizado lo anterior, la Sala de Origen señaló que la autoridad demandada al momento de producir su contestación de demanda hizo valer como excepción la improcedencia de la acción por dos causas a saber:  a) Que la demanda fue presentada en forma extemporánea, ya que los actos impugnados fueron notificados a la parte actora, por conducto de autorizado, en treinta y uno de mayo de  dos mil veintidós, por lo cual, para el  cuatro de agosto de dos mil veintidós que se presentó la misma, ya había transcurrido en exceso el plazo de treinta días hábiles que concede el numeral 24 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, para la presentación de la demanda; y,  b) Que los actos impugnados no afectaban los intereses jurídicos del actor, los cuales la Sala resolutora estimó resultaban infundadas. 

Por lo que estableció que la Litis planteada en el juicio contencioso administrativo se integraba con las posturas divergentes de las partes, que se concretaron en lo siguiente.

Precisó que los conceptos de impugnación que planteó la actora tanto en el escrito de demanda, como en el de ampliación de la misma, se concretaron a argumentar, que los actos impugnados eran ilegales, ya que el caso concreto se ubicaba en el supuesto de exención del impuesto sobre adquisición de inmuebles y otros derechos reales, previsto en el artículo 27, fracción II, de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de San Luis Potosí; ya que se trataba de dos contratos de donación de un bien inmueble, que hace en su favor su suegra, con quien sostiene una relación de parentesco ascendiente por afinidad, debido a lo cual estimó se actualizaba la hipótesis de exención que se refiere dicho precepto. 

Y señaló que las autoridades demandadas sostuvieron la legalidad de la resolución impugnada.

La Sala resolutora determinó que lo planteado por la parte actora era infundado, dado que en materia fiscal, las disposiciones relativas al sujeto, objeto, base gravable, tasas o tarifas, lugares y fechas de pago, infracciones y sanciones, así como las excepciones a las mismas son de aplicación estricta, por lo que no podían interpretarse libremente por los contribuyentes; así mismo que en materia fiscal son de aplicación supletoria de las normas del derecho común estatal, acorde a lo dispuesto  por el artículo 2° del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí y transcribió su contendido, así como el del artículo 27, fracción II, de la Ley de hacienda para los municipios del Estado de San Luis Potosí.
Puntualizó además, que en el segundo artículo se establece una exención de pago del impuesto sobre adquisición de inmuebles y otros derechos reales, cuando el traslado de dominio se efectúe mediante herencia, legado o donación, entre cónyuges, o entre ascendientes y descendientes en línea recta.
En ese sentido el A quo indicó, que a efecto de comprender adecuadamente dicha disposición, en el contexto del argumento de la parte actora, era necesario establecer el sentido del enunciado normativo ascendientes o descendientes en línea recta, y señaló:

“Al efecto, debemos aplicar supletoriamente, en términos del artículo 2° párrafo segundo del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, las disposiciones del derecho común estatal, en el caso, el Código Familiar del Estado, que contiene las reglas atinentes al parentesco.


En ese sentido, debemos acudir a los artículos 131, 132, 136 y 137 del Código Familiar del Estado de San Luis Potosí, que son del tenor literal siguiente:

“ARTICULO 131. La ley reconoce como parentescos los de consanguinidad, afinidad y civil.

“ARTICULO 132. El parentesco de consanguinidad existe entre personas que descienden de un mismo progenitor.”

“ARTICULO 136. La línea de parentesco es recta y colateral; la recta se compone de la serie de grados entre las personas que descienden unas de otras; la colateral se compone de la serie de grados entre personas que sin descender unas de otras, proceden de un progenitor o tronco común.”

“ARTICULO 137. La línea recta es ascendente o descendente; ascendente es la que liga a una persona con su progenitora o progenitora, o tronco del que procede; descendente es la que liga a la progenitora o progenitor con los que de él proceden.”

De las disposiciones transcritas, obtenemos que:

1. El parentesco es por afinidad y consanguinidad;

2. El parentesco por consanguinidad existe entre las personas que descienden de un mismo progenitor;

3. La línea recta de parentesco se compone de los grados (generaciones) entre las personas que descienden unas de otras, y por tanto de un mismo progenitor;

4. La línea recta de parentesco es ascendente o descendente considerando la persona de cuyo parentesco se habla, la primera liga con el progenitor (padre y madre) o el tronco común (abuelo, bisabuelo, tatarabuelo, etc.) y la segunda liga a la persona con las personas que constituyen su descendencia (hijo, nieto, bisnieto, tataranieto, etc.).

De acuerdo con lo anterior, la línea recta de parentesco, es consustancial al parentesco por consanguinidad, puesto que se refiere a las personas que descienden unas de otras, es decir de un mismo progenitor, y puede ser apreciada en forma ascendente o descendente.

Por tanto, cuando en la fracción II del artículo 27 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de San Luis Potosí, se hace referencia a la línea recta ascendiente o descendente, se refiere necesariamente al parentesco por consanguinidad.

No obsta para lo anterior, que el artículo 133 del Código Familiar del Estado de San Luis Potosí, disponga que el parentesco por afinidad se adquiere con el matrimonio, y que se establece entre el cónyuge y los parientes del otro cónyuge respectivamente, puesto que ese parentesco nace del matrimonio, y por tanto se establece relación parental entre la persona y los suegros, los cuñados, etcétera, sin embargo, no se crea una línea de progenie entre el cónyuge y sus suegros, ya que éstos no se convierten en padre o madre del Cónyuge de su descendiente, pues dicha circunstancia no está prevista en el Código Familiar del Estado de San Luis Potosí.”

Con base en lo anterior, determinó que si la parte actora sustentó sus argumento toralmente, en que tiene una relación de parentesco ascendiente por afinidad con su suegra, debido a lo cual se actualizaba la hipótesis de exención que se refiere el artículo 27, fracción II, de la Ley de hacienda para los municipios del Estado de San Luis Potosí, tal argumento resultaba infundado, ya que la línea recta de parentesco es consustancial al parentesco por afinidad (sic), de manera que no existe, en el parentesco por afinidad.


Por tanto, la Sala Unitaria concluyó, con fundamento en al artículo 251 del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, decretar la legalidad y validez de los actos impugnados, consistentes en: a) El oficio **********, de treinta y uno de mayo de dos mil veintidós, expedido por la Directora de Catastro Municipal; y b) El diverso oficio **********, de treinta y uno de mayo de dos mil veintidós, suscrito por el Director de Ingresos del Ayuntamiento de San Luis Potosí.
En contra de dicha determinación, la parte actora, aquí recurrente, esgrime en esencia los siguientes agravios:

I. Que la sentencia impugnada hace una inadecuada interpretación al artículo 27, fracción II, de la Ley de hacienda para los municipios del Estado de San Luis Potosí, publicada en el Periódico oficial del Estado del seis de noviembre dos mil veintiuno, pues a pesar de que tal precepto claramente estipula que no se pagará el impuesto sobre adquisición de inmuebles y otros derechos reales, en los casos de donaciones entre ascendientes o descendientes en línea recta, sin que dicho precepto establezca limitante a la exención del impuesto, al parentesco por consanguinidad, la sentencia aquí apelada, sostuvo que la exención del impuesto únicamente aplica cuando el parentesco entre donante y donatario sea en línea recta "por consanguinidad", ya que a su parecer e interpretación, cuando tal precepto 27, fracción II, hace referencia a la línea recta ascendente o descendente, "se refiere necesariamente al parentesco por consanguinidad", con lo cual la Sala de primer grado interpreta tal precepto legal diciendo que por su texto y contenido, la exención  del impuesto aplica exclusivamente al parentesco por consanguinidad.
Sigue diciendo que la Sala de origen, realizó un estudio incompleto a las temáticas sometidas y que le causa agravio que haya omitido estudiar y profundizar en los preceptos aplicables al caso, por tanto, realizó una deficiente e incorrecta fundamentación, al aseverar que la “línea recta de parentesco es consustancial al parentesco por consanguinidad”.

Con lo que considera da a entender que la línea recta de parentesco participa de la misma substancia al parentesco por consanguinidad, tratando de aparentar, que tal línea  recta de parentesco “única o exclusivamente” existe cuando los participes en la línea recta, es decir, los ascendientes y los descendientes, son parientes por consanguinidad, aseveración que estima incorrecta porque ignora y pasa por alto 
que también existen parentescos  en línea recta entre ascendientes y descendientes por afinidad, así como por relación legal o civil, como expresamente se previene en el artículo 131 del Código Familiar del Estado.
Añade el recurrente, que la línea recta de parentesco si bien en ocasiones se refiere a las personas  que descienden unas de otras, no se limita a la consanguinidad o a la descendencia de un mismo progenitor, pues por disposición del artículo 131 del Código Familiar, al  reconocer la ley la existencia de parentescos por consanguinidad, por afinidad  y por línea civil, con ello, al mismo tiempo, la línea recta de parentesco entre ascendientes y descendientes, igualmente puede serlos por consanguinidad, línea recta por parentesco civil y línea recta por afinidad.
II. En íntima correlación con el agravio precedente, indica que la sentencia combatida le genera lesiones jurídicas y le agravia, porque considera fue incorrecta la conclusión a la que llegó la Sala unitaria, pues sostuvo en su fallo que, cuando en la fracción II, del artículo 27, de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de San Luis Potosí, se hace referencia a la línea recta ascendente o descendente, con ello, la ley se refería "necesariamente al parentesco por consanguinidad", y la línea recta ascendente o descendente no solo puede configurarse por parentesco por consanguinidad, sino también por parentesco por afinidad o por vínculo civil.
Aunado a lo anterior, señala que el fallo apelado fue emitido alejado de la litis explícitamente sometida en la demanda y en la ampliación de la misma, puesto que en el segundo párrafo, página 7, de la demanda inicial, dentro del capítulo de los Conceptos de impugnación sostuvo que el precepto legal 27, fracción II, de la Ley de hacienda municipal, no era limitativo al parentesco por consanguinidad, sino que la exención ahí prevista aplicaba con tal de que se cumpliera el requisito de que la donación fuera entre ascendientes y descendientes en línea recta, sin importar que el parentesco fuera por consanguinidad, por afinidad o por vínculo civil, porque para la exención, el precepto 27, fracción II, abarca o comprende, a cualesquiera de esas tres clases de parentesco.
Que la sentencia le causa agravio porque no se estudió ni resolvió ninguno de los planteamientos jurídicos que plasmó en su escrito inicial de demanda, por lo que es contraria a la legalidad, incorrectamente fundada e ilógicamente motivada, así como incongruente y no exhaustiva.

III. Estima que otra lesión que le causa la sentencia apelada, es que se limitó a estudiar que no era obstáculo a su conclusión, que  el artículo 133 del Código Familiar dispusiera que el parentesco por afinidad se adquiría con el matrimonio y que tal parentesco se establecía entre el cónyuge y los parientes del otro cónyuge respectivamente, "puesto que ese parentesco nace del matrimonio, y por tanto se establece relación parental entre la persona y los suegros, los cuñados, etcétera, sin embargo no se crea una línea de progenie entre el cónyuge y sus suegros, ya que éstos no se convierten en padre o madre del cónyuge de su descendiente, pues dicha circunstancia no está prevista en el Código Familiar del Estado de San Luis Potosí."
Y aduce que el artículo 133, del Código Familiar del Estado, constituye un obstáculo a las conclusiones de la Sala Unitaria en la sentencia aquí recurrida, puesto que si el vínculo de afinidad es un parentesco que la Ley reconoce, entonces, no por consanguinidad sino por ficción de ley está unido con parentesco en línea recta ascendente, por afinidad, con su suegra, quien fue su donante, y que basta la existencia de esa línea familiar en línea recta ascendente de él hacia ella y descendente de ella hacia él, para que con fundamento en el referido artículo 133, que establece el parentesco por afinidad, se configure la exención del pago del impuesto a que se refiere el artículo 27, fracción II, de la Ley de hacienda para los municipios del Estado de San Luis Potosí.
Agrega además, que si el parentesco por afinidad nace del matrimonio y por mandato de Ley, por ficción legal, sobre ese grupo humano denominado familia, sí se establece una relación parental entre el recurrente en su carácter de donatario con su suegra donante, pues como cónyuge de su esposa se coloca por mandato de ley, en el mismo plano familiar de descendiente que tiene su cónyuge, respecto de su madre, por lo que sí existe una relación parental entre su persona y su suegra. 
Añade que la Sala se equivocó cuando agregó que “no se crea una línea de progenie” entre el cónyuge y sus suegros, en este caso, entre el recurrente y su suegra, porque el parentesco alegado es por afinidad, por ficción de ley y por ello, al no estar en presencia de parentesco por consanguinidad (es decir, por vía de transmisión de genes por la misma sangre), aun así aunque no exista progenie, sí existe vínculo legal de parentesco por afinidad entre el recurrente y su suegra, y es por ficción  de la ley que su suegra se convierte en su madre legal, circunstancia que sí está prevista en la ley.
Esgrime también, que la jurisprudencia  y precedentes de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, han reconocido que el parentesco por afinidad en línea recta, es una figura legal que ha servido como parámetro para regular cuando debe excusarse un juzgador en el conocimiento de un asunto e  incluso cuando el delito de violación resulta ser más grave por existir esa clase de parentesco.
Y en apoyo a lo anterior, el recurrente citó las tesis de rubro: “IMPEDIMENTO, PARENTESCO COMO CAUSAL DE. NO EXISTE ENTRE CONCUÑOS”; “TUTOR Y CURADOR. PARIENTES QUE NO PUEDEN DESEMPEÑAR TALES CARGOS”; “IMPEDIMENTO POR RAZÓN DE PARENTESCO. LAS HIPOTÉSIS DEL ARTÍCULO 51, FRACCIÓN I, DE LA LEY DE AMPARO, SON DE APLICACIÓN ESTRICTA Y LIMITATIVA RESPECTO DE LOS GRADOS PREVISTOS EN EL MISMO”; “IMPEDIMENTO EN EL JUICIO DE AMPARO. LA CAUSAL PREVISTA EN EL ARTICULO 51, FRACCION I, DE LA LEY DE LA MATERIA, SE ACTUALIZA POR EL SOLO HECHO DE QUE EL JUZGADOR QUE CONOZCA DEL JUICIO TENGA PARENTESCO CONSANGUINEO, EN CUALQUIERA DE LOS GRADOS AHÍ ENUNCIADOS, CON ALGUNA DE LAS PARTES, COMO LO ES EL TITULAR DE LA AUTORIDAD SEÑALADA COMO RESPONSABLE; “IMPEDIMENTO POR CAUSA DE RELACIÓN CONYUGAL O PARENTESCO. PARA CALIFICARLO DE LEGAL BASTA LA MANIFESTACIÓN DEL JUZGADOR EN EL SENTIDO DE UBICARSEEN ESE SUPUESTO” Y “VIOLACIÓN CALIFICADA COMETIDA ENTRE CUÑADOS. NO SE ACTUALIZA POR SER PARIENTES POR AFINIDAD EN LÍNEA TRANSVERSAL” 
IV. Que le causa agravio que la sentencia materia de este recurso llegue a la conclusión de que si sustenta sus argumentos toralmente en que tiene una relación de parentesco ascendiente por afinidad con su suegra, debido a lo cual se actualiza en su favor la hipótesis de exención de pago del impuesto en cuestión, acorde al artículo 27, fracción II,  de la multicitada Ley de hacienda, entonces tal argumento resulta infundado y llega a la ilegal conclusión, en el sentido de que “…la línea recta de parentesco es consustancial al parentesco por afinidad, de manera que no existe en el parentesco por afinidad.”
Continúa alegando que en dicha afirmación, la propia Sala de origen reconoce que “… la línea de parentesco es consustancial al parentesco por afinidad…”  y si ahí acepta o consiente la Sala que existe línea recta de parentesco por línea de afinidad y que ésta línea participa de la misma substancia  (consustancial), entonces la conclusión a que debió llegar la Sala era en el sentido de que sí existe, en el parentesco por afinidad una línea recta de parentesco.
Y que por esas razones, es que considera que el artículo 27, fracción II, de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de San Luis Potosí, sí otorga la excepción de pago del impuesto sobre adquisición de inmuebles y otros derechos reales, cuando se trata de una donación entre ascendientes y descendientes en línea recta, aun cuando sean parientes por afinidad y no por consanguinidad o de naturaleza civil, pues al no circunscribir o limitar la ley tal exención, únicamente al parentesco por consanguinidad, sino al ser el precepto legal 27, fracción II, abierto y general a cualquier tipo de parentesco en línea recta, la interpretación del precepto debe realizarse a favor del ciudadano y no a favor del Estado, pues así lo instituye el derecho “pro homine” contenido en el artículo 1, de la Carta Magna y porque además donde la ley no distingue, tampoco debe hacerlo el intérprete.

V. Que la sentencia recurrida, tampoco tomó en consideración, ni estudió que ya había desaparecido la controversia entre la parte actora y la autoridad demandada, Director de Ingresos del Ayuntamiento  de San Luis Potosí, toda vez que en su ocurso de contestación a la ampliación de demanda que presentó ante la Sala unitaria el nueve de marzo de dos mil veintitrés, manifestó en su  página 5, párrafo final, estar de acuerdo y reconocer que existe un parentesco por afinidad, ascendente entre el donatario y su donante, quien es su suegra y, ante ello, igualmente estuvo de acuerdo dicha autoridad, en que se configuraba en su favor la exención del pago  del impuesto que nos ocupa.
Como inicialmente se dijo, los resumidos agravios devienen infundados, por tanto, ineficaces para revocar o modificar el fallo impugnado.

Cabe precisar que los anteriores conceptos de agravio serán analizados en forma conjunta, ya que no existe impedimento legal alguno para que esta Alzada realice el examen conjunto de los mismos, a fin de resolver la cuestión planteada; toda vez que del análisis practicado a su contenido, se advierte que se expresan consideraciones reiterativas y estrechamente vinculadas entre sí, como lo es que la Sala de origen no analizó, ni fundó y motivó debidamente la legalidad de los actos impugnados, pues considera que derivado de que tiene una relación de parentesco ascendiente por afinidad con su suegra, se actualizaba la hipótesis de exención que se refiere el artículo 27, fracción II, de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de San Luis Potosí.

Una vez precisado lo anterior, y como ya se había adelantado previamente, esta Sala Superior estima que los conceptos de agravio en estudio son infundados, pues de la revisión al fallo recurrido de dieciséis de febrero de dos mil veinticuatro por esta Ad quem, se desprende que contrario a lo aseverado por el recurrente, la Tercera Sala de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, legalmente reconoció la legalidad y validez de los actos impugnados.

Lo anterior, al considerar que si la parte actora sustentaba su argumento toralmente, en que tiene una relación de parentesco ascendiente por afinidad con su suegra, debido a lo cual se actualizaba la hipótesis de exención que se refiere el artículo 27, fracción II, de la Ley de hacienda para los municipios del Estado de San Luis Potosí, tal argumento resultaba  infundado, ya que la línea recta de parentesco es consustancial al parentesco por consanguinidad, de manera que no existe, en el parentesco por afinidad.


Al respecto, debe precisarse que el multicitado artículo 27, fracción II, de la Ley de hacienda para los municipios del Estado de San Luis Potosí, establece lo siguiente:
CAPITULO II

IMPUESTO SOBRE ADQUISICION DE INMUEBLES

Y OTROS DERECHOS REALES
ARTICULO 27. No se pagará este impuesto en los siguientes casos: 

I. …; 

II. Por las donaciones, herencias y legados entre cónyuges, ascendientes o descendientes en línea recta, y 

III. …
(el resaltado es propio)

De la exegesis del artículo transcrito
, se advierte, en lo que interesa, que el impuesto sobre adquisición de inmuebles y otros derechos reales, no se pagará por las donaciones, entre ascendientes o descendientes en línea recta.


Atento a  lo anterior, no se desprende en ninguna parte del citado artículo, que dicha exención incluya a las personas que mantengan parentesco en línea recta por afinidad y/o parentesco en línea recta civil, entonces, deviene incorrecto como lo afirma el recurrente, que el numeral en cita abarque dichos supuestos y, por ende que  por ficción de ley esté unido con parentesco en línea recta ascendente, por afinidad, con su suegra, quien fue su donante, y que baste la existencia de esa línea familiar recta ascendiente de él hacia ella y descendente de ella hacia él, para que con fundamento en el referido artículo 133, que establece el parentesco por afinidad, se configure la exención del pago del impuesto a que se refiere el artículo 27, fracción II, de la Ley de hacienda que nos ocupa.


Pues se desprende claramente que dicha exención se refiere al parentesco en línea recta por consanguinidad. Ya que la legislación de la materia es la que determina dicha exención, y no resulta dable pretender que mediante algún método de interpretación se construyan diversas exenciones o excepciones en materia tributaria, cuando la ley no las prevé.

Toda vez que el único competente para establecer exenciones a los impuestos, es el propio legislador, ya que si la creación de tributos, así como sus elementos fundamentales son atribuciones exclusivas del legislador, también lo es la de establecer exenciones impositivas, siendo el caso que, si su verdadera intención hubiese sido que el impuesto sobre adquisición de inmuebles y otros derechos reales, no se pagara por las donaciones, entre ascendientes o descendientes en línea recta, incluyendo la relativa al parentesco por afinidad y civil, así lo hubiese establecido y previsto de manera clara en la norma citada. 

Y tal y como refirió el propio A quo, del artículo 2° del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, se desprende que en materia fiscal, las disposiciones relativas al sujeto, objeto, base gravable, tasas o tarifas, lugares y fechas de pago, infracciones y sanciones, así como las excepciones a las mismas son de aplicación estricta, por lo que no pueden interpretarse libremente por los contribuyentes, pero tampoco por las autoridades, por lo que no es dable agregar exenciones no contenidas en la norma. 

Sirve como criterio orientador, de forma analógica, la emitida por los Tribunales Colegiados de Circuito, de la Décima Época, la cual se encuentra visible en el Semanario Judicial de la Federación, la página 4542, del Tomo IV, de Agosto 2019, con número de registro digital 2020329, de rubro y texto  siguiente:

“EXENCIONES O EXCEPCIONES DE TRIBUTACIÓN. NO PUEDEN ENCONTRARSE O CONSTRUIRSE POR ALGÚN MÉTODO DE INTERPRETACIÓN. No puede pretenderse que mediante algún método de interpretación se construyan diversas exenciones o excepciones en materia tributaria, cuando la ley no las prevé, pues únicamente el Poder Legislativo es el competente para establecerlas, como lo señalaron el Pleno y la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en las jurisprudencias P./J. 25/91, P./J. 31/2002 y 2a./J. 70/2006, pues si bien es cierto que el artículo 5o. del Código Fiscal de la Federación no impide al intérprete acudir a los diversos métodos para conocer la verdadera intención del creador de las normas que establecen el sujeto, objeto, base, tasa o tarifa de una contribución y las excepciones a ésta, también lo es que, para que pueda emplearse un método de interpretación en las disposiciones fiscales relativas a las exenciones o excepciones, una condición a prori es que dichos supuestos se encuentren previstos en las normas.
”


Lo anterior, obedece a la lógica de que, de conformidad con nuestro máximo ordenamiento Constitucional, en su artículo 28, se establece que queda prohibida las exenciones de impuestos en los términos y condiciones que fijan las leyes. 
“Artículo 28. En los Estados Unidos Mexicanos quedan prohibidos los monopolios, las prácticas monopólicas, los estancos, las condonaciones de impuestos y las exenciones de impuestos en los términos y condiciones que fijan las leyes. El mismo tratamiento se dará a las prohibiciones a título de protección a la industria.” 


El resaltado es propio.

 
Entonces, si el numeral 27, fracción II, de la referida Ley Hacendaria en aplicación, no prevé con claridad que el impuesto sobre adquisición de inmuebles y otros derechos reales, no se pagara por las donaciones, entre ascendientes o descendientes en línea recta, incluyendo la relativa al parentesco por afinidad y civil, sino al contrario, se establece en el mismo que solo estará exenta al pago de conformidad a la legislación aplicable, es que no puede construirse de una interpretación distinta a la estricta que se debe aplicar, una exención que no esté establecida en la norma. Pues esto solo podría ser posible si de su propio contenido se advirtiese con toda claridad. 

Resulta aplicable la Jurisprudencia emitida por la Segunda Sala, de la Novena Época, la cual se encuentra visible en el Semanario Judicial de la Federación, la página 353, del Tomo XXIV, de Julio 2006, con número de registro digital 174723, la cual reza lo siguiente.
“EXENCIONES TRIBUTARIAS. LAS RAZONES PARA JUSTIFICARLAS DEBEN ADVERTIRSE CLARAMENTE DE LA LEY O EXPRESARSE EN EL PROCESO LEGISLATIVO EN QUE SE SUSTENTAN. Cuando en una ley tributaria se establece una exención, ésta debe justificarse como situación de excepción, ya sea porque del propio contenido de la ley se advierta con claridad, o porque en la exposición de motivos  de la iniciativa correspondiente, en los dictámenes de las Comisiones Legislativas o en las discusiones parlamentarias de las Cámaras que sustentaron la norma que prevea la exención, se expresen las razones que den esa justificación.

Asimismo, es de destacarse que el fallo reclamado se encuentra fundado y motivado, ya que si por lo primero se entiende que en todo acto de autoridad han de expresarse los preceptos legales aplicables al caso y, por lo segundo, que deben señalarse las circunstancias especiales, razones particulares y causas inmediatas que se hayan tomado en cuenta para la emisión del acto, basta la lectura de la determinación reclamada para percatarse que a manera de fundamentación el Magistrado de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, invocó los artículos  1°, párrafo segundo, 7°, fracción III, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, en relación con los artículos 248, 249, y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

De igual modo, el A quo también expresó las razones particulares y circunstancias inmediatas que tomó en consideración para determinar la legalidad y validez de los actos impugnados.
En esa tesitura, es evidente que la sentencia reclamada, se encuentra fundada y motivada, pues contiene la cita de los preceptos legales y criterios jurídicos que se estimaron aplicables al caso, así como la expresión de las circunstancias o razones particulares que llevaron a la Sala de origen a proceder en la forma en que lo hizo; y los motivos aducidos encuentran adecuación a las normas aplicables al caso.
Sirve de sustento al caso, la jurisprudencia 1 a./J. 139/2005, registro 176546, emitida por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, consultable en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXII, Diciembre de 2005, página 162, siguiente:

“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN DE LAS RESOLUCIONES JURISDICCIONALES, DEBEN ANALIZARSE A LA LUZ DE LOS ARTÍCULOS 14 Y 16 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, RESPECTIVAMENTE. Entre las diversas garantías contenidas en el segundo párrafo del artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, sustento de la garantía de audiencia, está la relativa al respeto de las formalidades esenciales del procedimiento, también conocida como de debido proceso legal, la cual se refiere al cumplimiento de las condiciones fundamentales que deben satisfacerse en el procedimiento jurisdiccional que concluye con el dictado de una resolución que dirime las cuestiones debatidas. Esta garantía obliga al juzgador a decidir las controversias sometidas a su conocimiento, considerando todos y cada uno de los argumentos aducidos en la demanda, en su contestación, así como las demás pretensiones deducidas oportunamente en el pleito, de tal forma que se condene o absuelva al demandado, resolviendo sobre todos los puntos litigiosos materia del debate. Sin embargo, esta determinación del juzgador no debe desvincularse de lo dispuesto por el primer párrafo del artículo 16 constitucional, que impone a las autoridades la obligación de fundar y motivar debidamente los actos que emitan, esto es, que se expresen las razones de derecho y los motivos de hecho considerados para su dictado, los cuales deberán ser reales, ciertos e investidos de la fuerza legal suficiente para provocar el acto de autoridad. Ahora bien, como a las garantías individuales previstas en la Carta Magna les son aplicables las consideraciones sobre la supremacía constitucional en términos de su artículo 133, es indudable que las resoluciones que emitan deben cumplir con las garantías de debido proceso legal y de legalidad contenidas en los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Así, la fundamentación y motivación de una resolución jurisdiccional se encuentra en el análisis exhaustivo de los puntos que integran la litis, es decir, en el estudio de las acciones y excepciones del debate, apoyándose en el o los preceptos jurídicos que permiten expedirla y que establezcan la hipótesis que genere su emisión, así como en la exposición concreta de las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas tomadas en consideración para la emisión del acto, siendo necesario, además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables al caso.”


Así mismo,  esta Alzada comparte las consideraciones de la Sala A quo, al establecer:

“A efecto, de entender adecuadamente dicha disposición, en el contexto del argumento de la Parte Actora, es necesario establecer el sentido del enunciado normativo ascendientes o descendientes en línea recta.


Al efecto, debemos aplicar supletoriamente, en términos del artículo 2° párrafo segundo del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, las disposiciones del derecho común estatal, en el caso, el Código Familiar del Estado, que contiene las reglas atinentes al parentesco.

En ese sentido, debemos acudir a los artículos 131, 132, 136 y 137 del Código Familiar del Estado de San Luis Potosí, que son del tenor literal siguiente:

“ARTICULO 131. La ley reconoce como parentescos los de consanguinidad, afinidad y civil.

“ARTICULO 132. El parentesco de consanguinidad existe entre personas que descienden de un mismo progenitor.”

“ARTICULO 136. La línea de parentesco es recta y colateral; la recta se compone de la serie de grados entre las personas que descienden unas de otras; la colateral se compone de la serie de grados entre personas que sin descender unas de otras, proceden de un progenitor o tronco común.”

“ARTICULO 137. La línea recta es ascendente o descendente; ascendente es la que liga a una persona con su progenitora o progenitora, o tronco del que procede; descendente es la que liga a la progenitora o progenitor con los que de él proceden.”

De las disposiciones transcritas, obtenemos que:

a) El parentesco es por afinidad y consanguinidad;

b) El parentesco por consanguinidad existe entre las personas que descienden de un mismo progenitor;
c) La línea recta de parentesco se compone de los grados (generaciones) entre las personas que descienden unas de otras, y por tanto de un mismo progenitor;

d) La línea recta de parentesco es ascendente o descendente considerando la persona de cuyo parentesco se habla, la primera liga con el progenitor (padre y madre) o el tronco común (abuelo, bisabuelo, tatarabuelo, etc.) y la segunda liga a la persona con las personas que constituyen su descendencia (hijo, nieto, bisnieto, tataranieto, etc.).

De acuerdo con lo anterior, la línea recta de parentesco, es consustancial al parentesco por consanguinidad, puesto que se refiere a las personas que descienden unas de otras, es decir de un mismo progenitor, y puede ser apreciada en forma ascendente o descendente.

Por tanto, cuando en la fracción II del artículo 27 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de San Luis Potosí, se hace referencia a la línea recta ascendiente o descendente, se refiere necesariamente al parentesco por consanguinidad.
No obsta para lo anterior, que el artículo 133 del Código Familiar del Estado de San Luis Potosí, disponga que el parentesco por afinidad se adquiere con el matrimonio, y que se establece entre el cónyuge y los parientes del otro cónyuge respectivamente, puesto que ese parentesco nace del matrimonio, y por tanto se establece relación parental entre la persona y los suegros, los cuñados, etcétera, sin embargo, no se crea una línea de progenie entre el cónyuge y sus suegros, ya que éstos no se convierten en padre o madre del Cónyuge de su descendiente, pues dicha circunstancia no está prevista en el Código Familiar del Estado de San Luis Potosí.”

Lo que, como ya se señaló,  torna legal su determinación, en virtud de que fue expedido apegado al principio de legalidad y de seguridad jurídica, y debidamente fundado y motivado, lo cual se encuentra salvaguardado por los artículos 14 y 16 de nuestra Carta Magna y atendiendo a que del contenido del artículo 27, fracción II, de la Ley de hacienda para los municipios del Estado de San Luis Potosí, pues se reitera, no se infiere la inclusión de la línea recta por afinidad o civil que refiere el recurrente para la exención de pago del impuesto sobre adquisición de inmuebles y otros derechos reales, por tanto, en efecto esa línea recta se refiere al parentesco por consanguinidad, y no se advierte que se amplíe al parentesco por afinidad y civil. 

Pues atento a las consideraciones del A quo, y acorde a lo establecido en el artículo 2°,  párrafo segundo del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, resulta de aplicación supletoria el Código Familiar del Estado, que contiene las reglas atinentes al parentesco, y si bien esta Alzada comparte el análisis anteriormente realizado, no obstante, no soslaya que al contemplar dicho Código el parentesco por afinidad y civil, estableció lo siguiente:
ARTÍCULO 133. El parentesco de afinidad se contrae por el matrimonio, entre el cónyuge y los parientes del otro cónyuge, respectivamente. 
ARTICULO 134. El parentesco civil se origina de la adopción, entre la o el adoptado y sus adoptantes, las o los ascendientes de éstos y sus descendientes colaterales.


Atento a lo anterior, a diferencia del grado de consanguinidad, el grado de afinidad se refiere al parentesco que se establece mediante un vínculo legal, como es el matrimonio; y el parentesco civil se origina de la adopción, entre la o el adoptado y sus adoptantes, las o los ascendientes de éstos y sus descendientes colaterales.

Consecuentemente, la consanguinidad es el parentesco por sangre entre personas de la misma familia; la afinidad es el parentesco derivado de vínculo legal (matrimonio) entre personas de la misma familia sin lazos de sangre y el parentesco civil se origina en la adopción entre la o el adoptado y sus adoptantes, las o los ascendientes de éstos y sus descendientes colaterales.

Por tanto, si como prescriben los artículos 131, 132,136 y 137 del Código familiar del Estado, el parentesco de consanguinidad existe entre personas que descienden de un mismo progenitor; la línea recta de parentesco se compone de la serie de grados entre las personas que descienden unas de otras; es ascendente o descendente y, ascendente es la que liga a una persona con su progenitora o progenitor, o tronco del que procede; descendente es la que liga a la progenitora o progenitor con los que de él proceden, y reconoce el  parentesco por consanguinidad,  civil y por afinidad, de los cuales estos dos últimos no implican una relación de sangre directa.  

Así, si el parentesco que mantiene el aquí recurrente donatario con su suegra (donante) es reconocido como de afinidad, pues deriva del matrimonio de este con la hija de su donante, como acertadamente señaló la Sala de origen, no se crea una línea de progenie entre el cónyuge y sus suegros, ya que éstos no se convierten en padre o madre del cónyuge de su descendiente, pues dicha condición no está prevista en el Código Familiar del Estado de San Luis Potosí, por ende, resulta claro que tal circunstancia, es insuficiente para acreditar la exención a que se refiere el artículo 27, fracción II, de la Ley de Hacienda que nos ocupa, ya que al referirse al impuesto sobre adquisición de inmuebles y otros derechos reales, es claro al señalar que no se pagará por las donaciones, entre ascendientes o descendientes en línea recta, sin establecer que no sea exclusiva al parentesco por consanguinidad o que se incluyan el parentesco por afinidad o civil, por lo que, atento a las consideraciones antes vertidas, las tesis invocadas por la recurrente, no resultan aplicables al caso, en el sentido que pretende.
De ahí resulta claro que dicho motivo de inconformidad parte de una apreciación equivocada, pues contrario a lo señalado por la apelante,  el resolutor analizó correctamente el artículo 27, fracción II, de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de San Luis Potosí y fundó y motivó debidamente su determinación.

Luego entonces, si sus agravios se hacen depender de apreciaciones inexactas, porque se formularon a partir de un supuesto no verídico al estimar que la Sala de origen no llevó a cabo un adecuado análisis del referido artículo y no fundó y motivó debidamente su determinación, es claro que deben ser calificados como infundados, ya que a ningún fin práctico conduciría su análisis, pues a partir de tales afirmaciones, sus conclusiones resultan ser ineficaces para poder revocar o modificar la resolución  reclamada.
En ese contexto, esta Superioridad considera que la Sala de origen resolvió conforme a derecho, al declarar la legalidad y validez de los actos impugnados.

Finalmente, esta Alzada no soslaya que aún y cuando asiste en beneficio de la recurrente la figura jurídica de la suplencia de la queja,  no advierte motivo manifiesto para su invocación, consecuentemente, al haber resultado infundados los agravios en estudio hechos valer por el recurrente, lo procedente es confirmar la sentencia dictada por la Sala primigenia. 
Por último, con apoyo en lo dispuesto por el artículo 22 Bis
 del Reglamento Interior de este Tribunal, se habilita a la licenciada **********, para que lleve a cabo la notificación de la presente resolución.

Por lo anteriormente expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 152, 153 y 154 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, es de resolverse y se:
RESUELVE
ÚNICO. Se confirma la sentencia apelada de veintiséis de febrero de dos mil veinticuatro, pronunciada por la Tercera Sala Unitaria, en el juicio contencioso administrativo **********2022/3, de acuerdo a las consideraciones y fundamentos precisados en el último considerando de esta resolución.

Notifíquese con testimonio de esta resolución de manera personal a la parte actora  y por oficio a  las autoridades demandadas; remítanse los autos a la Sala de su origen; procédase a realizar las anotaciones respectivas en el Libro de Gobierno y la captura de datos en el Sistema de Control Electrónico de Expedientes Jurisdiccionales (SICEEJURIS); y en su oportunidad archívese el toca como asunto concluido.
Así lo resolvió y firma el Magistrado de la Sala Superior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa Licenciado Claudio Alberto Alvarado Barragán, quien actúa de forma legal asistido de la licenciada Melissa del Carmen Vega Ramírez, Secretaria Jurisdiccional conforme a lo dispuesto por los artículos 18 fracción I, en relación con el 20 fracción X, del Reglamento Interior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa
, que autoriza y da fe. Rúbricas.

Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí y 3 fracción VIII y IX, 4 y 29 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de los Sujetos Obligados del Estado de San Luis Potosí. 
�Foja 132 de los autos del Juicio de Origen.





�“Artículo 152 


[…]


El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará conjuntamente con el expediente del juicio dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”





�Fojas 21-23 del Toca.





�Foja 27 y 28 del Toca.





�“Artículo 154. …


La Sala Superior del Tribunal, dará vista a las partes para que en el término de tres días hábiles, manifiesten lo que a su derecho convenga; vencido este término se procederá a resolver con los elementos que obren en autos.”


�“Artículo 249. Las sentencias que emitan las Salas, deberán de contener: 


I. La fijación clara y precisa de los puntos controvertidos, la exposición de las razones por las que, en su caso, se haga uso de la facultad para suplir la deficiencia de la queja, así como el examen y valoración de las pruebas que se hayan rendido; 


II. La exposición debidamente fundada y motivada de las consideraciones en que se basa la resolución, y 


III. Los puntos resolutivos, los que expresarán los actos o resoluciones cuya validez se reconozca o cuya nulidad se declare.


“Artículo 250. Se declarará que un acto administrativo es ilegal cuando se demuestre alguna de las siguientes causales: 


I. Incompetencia del funcionario que lo haya dictado u ordenado, o tramitado el procedimiento del que deriva dicha resolución; 


II. Omisión de los requisitos formales exigidos por las leyes que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnad a, inclusive la ausencia de fundamentación o motivación, en su caso; 


III. Vicios del procedimiento que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnada; 


IV. Si los hechos que lo motivaron no se realizaron, fueron distintos o se apreciaron en forma equivocada, o bien si se dictó en contravención de las disposiciones aplicables o se dejaron de aplicar las debidas, y 


V. Cuando la resolución administrativa dictada en ejercicio de facultades discrecionales, no corresponda a los fines para los cuales la ley confiera dichas facultades 


La Sala podrá hacer valer de oficio, por ser de orden público, la incompetencia de la autoridad para dictar la resolución impugnada y la ausencia total de fundamentación o motivación en dicha resolución.” 





�“Artículo 156. El recurso de apelación tendrá por objeto revocar, modificar o confirmar la sentencia emitida por la Sala Unitaria de que se trate. 


[…]


Se suplirá la deficiencia de los agravios del particular apelante, cuando el caso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados. […]”


�Registro digital: 2019949 Tribunales Colegiados de Circuito Décima Época Materias(s): Civil Tesis: VI.2o.C. J/206 Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 66, Mayo de 2019, Tomo III, página 2308 Tipo: Jurisprudencia; “LEGITIMACIÓN, ESTUDIO OFICIOSO DE LA. La legitimación de las partes constituye un presupuesto procesal que puede estudiarse de oficio en cualquier fase del juicio, pues para que se pueda pronunciar sentencia en favor del actor, debe existir legitimación ad causam sobre el derecho sustancial, es decir, que se tenga la titularidad del derecho controvertido, a fin de que exista una verdadera relación procesal entre los interesados. SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SEXTO CIRCUITO.”


Registro digital: 240057 Instancia: Tercera Sala Séptima Época Materias(s): Común Fuente: Semanario Judicial de la Federación. Volumen 205-216, Cuarta Parte, página 203 Tipo: Jurisprudencia: “LEGITIMACION, ESTUDIO OFICIOSO DE LA. La falta de legitimación de alguna de las partes contendientes constituye un elemento o condición de la acción que, como tal, debe ser examinada aun de oficio por el juzgador.”


� Artículo 153. El recurso de apelación se promoverá mediante escrito, dentro de los quince días hábiles siguientes a aquél en que surta sus efectos la notificación de la resolución que se recurre.


� Según constancia de notificación que obra agregada a foja 180 de los autos del juicio de origen.


� Fojas 38 y 39 del expediente de origen.





� Fojas 122 del juicio de origen.


� Foja 162 del expediente de origen.


� Fojas 106-119 del juicio de origen.


� “Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí. ARTICULO 2º.- Las disposiciones fiscales que se refieran a los sujetos, objeto, base gravable, tasas o tarifas, lugares y fechas de pago, infracciones y sanciones y las que señalen excepciones a las mismas, serán de aplicación estricta, por lo que no podrán interpretarse libremente por las autoridades o por los contribuyentes.


Son disposiciones supletorias de este Código las normas fiscales federales, las normas del derecho común estatal y los principios generales de derecho, siempre que su aplicación no sea contraria a la naturaleza y a los principios del derecho tributario.”


� Registro digital: 2020329 Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Décima Época Materias(s): Administrativa Tesis: I.4o.A.171 A (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 69, Agosto de 2019, Tomo IV, página 4542 Tipo: Aislada


� Registro digital: 174723 Instancia: Segunda Sala Novena Época Materias(s): Administrativa Tesis: 2a./J. 70/2006 Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXIV, Julio de 2006, página 353 Tipo: Jurisprudencia





�“Artículo 22 Bis. Las Salas del Tribunal podrán contar con personal denominado “auxiliares jurisdiccionales, cuyas funciones serán apoyar las actuaciones y diligencias de todo el proceso, particularmente las que desempeñan los oficiales jurisdiccionales y aquellas que les encomienden los titulares de las Salas. Tendrán fe pública para la práctica de notificaciones, inspecciones, compulsas, audiencias, desahogo de pruebas y las demás, cuya naturaleza así lo requiera”.


� “Artículo 18. Además de las funciones establecidas en el artículo 52 de la Ley, los secretarios de acuerdos tendrán las siguientes:


I. Dar fe y certificar los actos que realiza el titular y autenticar todos los hechos jurídicos de importancia para los juicios de que conoce la Sala; …”





Artículo 20. Las funciones inherentes a los secretarios jurisdiccionales son: …


X. Suplir en sus facultades a los Secretarios de Acuerdos cuando el Magistrado respectivo lo disponga; y …”
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